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JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO DE BUGA

BUEN DIA.

DE MANERA CORDIAL Y OPORTUNA ME PERMITO PONER EN SU CONOCIMIENTO LA CONTESTACION DE DEMANDA
RELACIONADA EN EL ASUNTO DEL PRESENTE CORREO.


Quedo atenta. 

Cordialmente, 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO
Profesional 4

Vicepresidencia Jurídica - UEDJ FOMAG   

Celular 3045648176

PBX: (601) 7566633
Calle 72#10-03
Bogotá, Colombia

Por favor considere su responsabilidad ambiental antes de imprimir este correo electrónico

La información contenida en este correo y sus anexos es confidencial y/o privada. Solo puede ser utilizada por la persona o
empresa a la cual está dirigida. Si Usted no es el receptor autorizado, cualquier retención, difusión, distribución o copia de este
correo es prohibida y sancionada por la ley. Si por error recibe este correo, por favor reenviarlo al remitente de Fiduprevisora
S.A. y/o elimine el mensaje original incluyendo sus archivos anexos. La respuesta a este correo con el envío de información
personal, propia o de terceros, implica su aceptación inequívoca al eventual uso o tratamiento de datos personales que realice
Fiduprevisora S.A conforme a las finalidades contenidas en la política de protección de datos personales publicada en
www.fiduprevisora.com.co, en la cual se detallan entre otros aspectos, los derechos que le asisten como titular de información
para realizar consultas, peticiones o reclamos relacionados con el tratamiento de información por parte de Fiduprevisora S.A.
Así mismo, podrá solicitar información relativa a protección de datos personales en los siguientes canales de atención:
Dirección Calle 72 No. 10-03, Bogotá, Teléfono (1) 5945111 o al correo electrónico: protecciondedatos@fiduprevisora.com.co.
“Defensoría del Consumidor Financiero – Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio
Oficity de la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. Correo electrónico:
defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com, de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”. Las funciones del
Defensor del Consumidor son: dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero
de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor
del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad.
Asimismo, tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en
aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de
quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los
siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y ciudad) 4.



11/8/22, 8:07 Correo: Juzgado 02 Administrativo - Valle Del Cauca - Guadalajara De Buga - Outlook

https://outlook.office.com/mail/deeplink?Print 2/2

Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App
"Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App
Store. Fiduprevisora S.A. remite la información contenida en este mensaje de datos por considerar que es de su interés.
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Señores 

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO DE BUGA 

E.                                                  S.                                                                           D. 

 

PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

DEMANDANTE: ZOILA ROSA GOMEZ 

SULAY JARAMILLO LOPEZ 

DEMANDADO: NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO Y OTROS 

RADICADO:   76111333300220210016700 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA. 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada 

con  Cédula de Ciudadanía No. 1.022.390.667 y portadora de la tarjeta profesional No. 

288.886 actuando en calidad de apoderada sustituta del MINISTERIO DE EDUCACIÓN 

NACIONAL, conforme consta en el memorial poder de sustitución suscrito (Únicamente para 

la presente actuación) por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, abogado titulado, 

mayor de edad, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá 

D.C.,  y portador de la Tarjeta Profesional No. 250.292 del C.S. de la J., en su la calidad de 

APODERADO GENERAL de la mencionada entidad, en los términos señalados por la Escritura 

Publica No. 522 de 28 de marzo de 2019, otorgada por la Notaría treinta y cuatro (34) del 

Círculo de Bogotá D.C y aclarada igualmente por escritura No. 1230 de fecha 11 de 

Septiembre de 2019; por medio del documento me permito presentar contestación dentro 

del presente asunto, conforme a las siguientes consideraciones:  

 

 A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: Es cierto. 

SEGUNDO: Es cierto. 

TERCERO: Es cierto. 

CUARTO: No me consta tal manifestación, motivo por el cual deberá ser demostrado en el 

transcurso del proceso. 

QUINTO: No me consta tal manifestación, motivo por el cual deberá ser demostrado en el 

transcurso del proceso. 

SEXTO: No me consta tal manifestación, motivo por el cual deberá ser demostrado en el 

transcurso del proceso. 

SÉPTIMO: No me consta tal manifestación, motivo por el cual deberá ser demostrado en el 

transcurso del proceso. 
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OCTAVO: Es cierto. 

NOVENO: Es cierto. 

DECIMO: Es cierto. 

ONCE: Es cierto. 

DOCE: Es cierto. 

TRECE: Es cierto.  

CATORCE: Es cierto. 

QUINCE: Es cierto. 

DIECISEIS: Es cierto. 

DIECISIETE: Es cierto. 

DIECIOCHO: No me consta tal manifestación, motivo por el cual deberá ser demostrado en 

el transcurso del proceso. 

A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones presentadas dentro de 

la demanda por carecer de sustento fáctico y legal, como se demostrará a continuación y 

así mismo solicito de manera respetuosa al despacho ABSOLVER a la NACION- MAGISTERIO 

DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de todo cargo.   

 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Me opongo a la presente pretensión, por cuanto no les asiste 

derecho a las demandantes a lo pretendido, toda vez que de las pruebas aportadas al 

plenario no es posible deducir que efectivamente hayan convivido con el causante y que 

cumplan con la totalidad de requisitos contemplados en la normativa vigente para que 

sean acreedoras de las cesantías reclamadas, pues es necesario dirimir el eventual conflicto 

y deberá ser la jurisdicción contencioso administrativa quien determine la calidad que 

ostentan las demandantes respecto del causante y el porcentaje que le corresponda a 

cada una de la prestación peticionada.  

 

A LA PRETENSION A: Me opongo a la presente pretensión, por cuanto no les asiste derecho 

a las demandantes a lo pretendido, toda vez que de las pruebas aportadas al plenario no 

es posible deducir que efectivamente hayan convivido con el causante y que cumplan 

con la totalidad de requisitos contemplados en la normativa vigente para que sean 

acreedoras de las cesantías reclamadas, pues es necesario dirimir el eventual conflicto y 

deberá ser la jurisdicción contencioso administrativa quien determine la calidad que 

ostentan las demandantes respecto del causante y el porcentaje que le corresponda a 

cada una de la prestación peticionada. 

 

A LA PRETENSIÓN B: Me opongo a la presente pretensión, por cuanto no les asiste derecho 

a las demandantes a lo pretendido, toda vez que de las pruebas aportadas al plenario no 

es posible deducir que efectivamente hayan convivido con el causante y que cumplan 
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con la totalidad de requisitos contemplados en la normativa vigente para que sean 

acreedoras de las cesantías reclamadas, pues es necesario dirimir el eventual conflicto y 

deberá ser la jurisdicción contencioso administrativa quien determine la calidad que 

ostentan las demandantes respecto del causante y el porcentaje que le corresponda a 

cada una de la prestación peticionada. 

 

A LA PRETENSION C: Me opongo a la presente pretensión, por cuanto no les asiste derecho 

a las demandantes a lo pretendido, toda vez que de las pruebas aportadas al plenario no 

es posible deducir que efectivamente hayan convivido con el causante y que cumplan 

con la totalidad de requisitos contemplados en la normativa vigente para que sean 

acreedoras de la sanción moratoria reclamada, pues es necesario dirimir el eventual 

conflicto y deberá ser la jurisdicción contencioso administrativa quien determine la calidad 

que ostentan las demandantes respecto del causante y el porcentaje que le corresponda 

a cada una de la prestación peticionada. 

 

A LA PRETENSION D: Me opongo a la presente pretensión, por cuanto no les asiste derecho 

a las demandantes a lo pretendido, toda vez que de las pruebas aportadas al plenario no 

es posible deducir que efectivamente hayan convivido con el causante y que cumplan 

con la totalidad de requisitos contemplados en la normativa vigente para que sean 

acreedoras de la indexación sobra suma alguna, pues es necesario dirimir el eventual 

conflicto y deberá ser la jurisdicción contencioso administrativa quien determine la calidad 

que ostentan las demandantes respecto del causante y el porcentaje que le corresponda 

a cada una de la prestación peticionada. 

 

A LA PRETENISON E: Me opongo a que se condene en costas y agencias en derecho, toda 

vez que mi representada ha actuado conforme a los mandatos legales y jurisprudenciales 

vigentes, motivo suficiente para no fulminar condena por tal concepto. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO DE LA DEFENSA 

 

La sanción moratoria en materia de cesantías consiste en aquella penalidad que se impone 

cuando la entidad pública pagadora, omite efectuar el desembolso del auxilio de las 

cesantías solicitado por el trabajador en el plazo máximo previsto por la ley para tal efecto. 

 

En lo relativo al término para la expedición del acto administrativo de reconocimiento de 

las cesantías, se advierte que el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006, por la cual se regula el 

pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen 

sanciones y se fijan términos para su cancelación, dispone lo siguiente: 
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“Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la 

presentación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, 

por parte de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su 

cargo el reconocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución 

correspondiente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley.” 

 

De la norma transcrita, se infiere que la administración cuenta con un plazo de 15 días 

hábiles, contados a partir del día siguiente de la radicación de la solicitud de dicho auxilio, 

para expedir el correspondiente acto administrativo de reconocimiento, siempre que la 

petición reúna los requisitos determinados en la ley. 

 

Por su parte, el parágrafo del artículo 5 ibídem se encarga de regular lo concerniente al 

plazo máximo para el pago de las cesantías y la sanción que acarrea desconocer los 

términos previstos en dicha normativa, en efecto indica: 

 

Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo máximo 

de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o par ciales del 

servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido 

para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de 

los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se 

haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no 

cancelación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad 

podrá repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago 

se produjo por culpa imputable a este.  

 

Ahora, en cuanto a su aplicación al sector docente el Consejo de Estado en la sentencia 

de Unificación del 18 de julio de 20181 se indicó; “Los docentes integran la categoría de 

servidores públicos prevista en el artículo 123 de la Constitución Política, pues aunque el 

estatuto de profesionalización los defina como empleados oficiales, lo cierto es que en ellos 

concurren todos los requisitos que de carácter restrictivo encierra el concepto de 

empleado público en atención a la naturaleza del servicio prestado, la regulación de la 

función docente y su ubicación dentro de la estructura orgánica de la Rama Ejecutiva del 

Estado y la implementación de la carrera docente para la inserción, permanencia, ascenso 

 
1 Consejo de Estado, Sección Segunda- Subsección B. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Bogotá, 18 de julio de 

2018. Radicación número. 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15) 
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y retiro del servicio; razón por la cual, se encuadran dentro del concepto de empleados 

públicos, establecido en la norma superior y desarrollado a través de la ley. Por lo anterior, 

la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido que a los docentes les son aplicables las Leyes 

244 de 1995 y 1071 de 2006, que contemplan la sanción por mora en el reconocimiento y 

pago de las cesantías parciales o definitivas de los servidores públicos; siendo consonante 

esta posición, con la adoptada por la Corte Constitucional.” 

 

Respecto a la sanción moratoria por el pago tardío del reajuste de las cesantías, es del caso 

indicar que el Consejo de Estado en reiteradas providencias se ha pronunciado sobre su 

improcedencia, ya que la penalidad procede frente al reconocimiento y pago tardío de 

la prestación inicial, pero no frente el pago tardío de ajustes realizados a la liquidación de 

la cesantía, de esta manera lo efectuó en la sentencia del 13 de agosto de 20182: 

Sobre la sanción moratoria en relación con la reliquidación de las cesantías.  

 

“51. Por otra parte, el demandante pretende que se le pague la indemnización 

moratoria sobre el valor que resulte de la reliquidación de las cesantías con la 

inclusión de los factores salariales prima de servicios y prima de vacaciones. Al 

respecto, la corporación ha efectuados pronunciamientos en los cuales ha 

señalado que la finalidad del legislador fue determinar el término perentorio dentro 

del cual, la entidad debe reconocer y pagar las cesantías definitivas de los 

servidores públicos, y que una diferencia en la liquidación de aquellas no conlleva 

a la autoridad judicial a imponer la sanción frente a una circunstancia fáctica que 

no se encuentra prevista en la ley.  

 

52. Conforme a lo anterior, se tiene que precisar que si bien es cierto que en éste se 

causó una diferencia en la liquidación  de las cesantías, al no tenérsele en cuenta 

los factores prima de servicio y de vacaciones, también lo es que el pago tardío de 

dicha diferencia, no se puede considerar como mora en la pago de la prestación 

y, por ende, tenga la connotación de generar la sanción a que alude la norma, 

pues, es precisamente ésta la que no contempla esa posibilidad, es decir, que sobre 

el pago tardío de una diferencia resultante en la liquidación de la cesantía, la 

entidad pueda ser condenada al pago de la sanción moratoria que fue creada por 

la ley únicamente para los casos en que exista mora en el reconocimiento y pago 

de la prestación, y no de su reliquidación. En consecuencia, no hay lugar al 

reconocimiento de la sanción moratoria en los casos en los cuales haya 

reliquidación de las cesantías, al no incluirse algún factor salarial.” 

  

 
2 Consejo de Estado, Sección Segunda. Subsección B. C.P.: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Bogotá, 13 de 

Agosto de 2018. Radicación número: 73001-23-33-000-2014-00539-01(4485-15).  
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En igual sentido sostuvo esa Corporación en sentencia de cuatro (4) de octubre de 20183.  

 

  “Al respecto, esta Corporación, en reiteradas ocasiones, ha sostenido que la 

sanción moratoria por la inoportuna consignación de las cesantías no procede 

respecto de las diferencias de valor de dicha prestación, en los siguientes términos:  

(…)  

 

Esta Subsección, en sentencia del 17 de octubre de 2017, dentro del expediente con 

radicación No. 080012333000201200017101 (2839-14), con ponencia de la doctora 

Sandra Lisset Ibarra Vélez, señaló:  

 

“(…) En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las cesantías 

definitivas, la cancelación pago inoportuna de esa diferencia no puede 

considerarse mora en la pago de tal prestación, que tenga la magnitud de generar 

la sanción a que alude la norma señalada.  

(…)  

La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del 

legislador con la norma aludida, fue determinar el término perentorio para el 

reconocimiento y pago de las cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que 

una diferencia en la liquidación de la prestación social, conlleve a la autoridad 

judicial a imponer la sanción frente a una circunstancia fáctica que no se encuentra 

prevista en la ley” 

 

Por lo expuesto, se concluye que el propósito de la Ley 1071 de 2006 no consagra la 

obligación de pagar sanción moratoria por el pago inoportuno de una diferencia de 

cesantías o de reliquidación de las mismas, sino por el pago inoportuno de las cesantías, 

bien sea parciales o definitivas, que efectivamente YA FUERON RECONOCIDAS MEDIANTE 

ACTO ADMINISTRATIVO.  

 

Aunado a lo anterior, es evidente que esta figura pertenece al derecho sancionatorio, el 

cual prevé que las sanciones no se pueden aplicar por analogía ni por vía de interpretación, 

sino que tienen que estar expresamente previstas en la Ley aplicable4. 

 

 
3 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección B. C.P.: César Palomino Cortés. Bogotá, 4 de octubre de 

2018, Radicación número: 08001-23-33-000-2014-00420-01(3490-15).  
 
4 Consejo de estado, Sección segunda, subsección A. C.P Gabriel Valbuena Hernandez, Bogotá 22 de marzo 

de 2018. Radicación número: 08001233300020120017001 (1301-2014), asi como también en la sentencia 
proferida por el C.P Luis Rafael Vergara Quintero con Radicación número: 13001233100020070022501 (1483-
13)  
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Expuesto lo anterior, y descendiendo al caso en concreto se tiene que es cierto que las 

demandantes acudieron ante la administración pretendiendo el reconocimiento y pago 

de las cesantías definitivas con ocasión al fallecimiento del docente EIDER  IBAÑEZ GIRON, 

sin embargo, debe ser tenido en cuenta por el despacho que para mi representada no le 

constan las afirmaciones referidas por las demandantes, pues no es certero que ambas 

convivieron en diferentes periodos con el causante, por lo cual, conforme lo precisa el 

legislador, es menester que sea la jurisdicción contencioso administrativa quien determine 

el porcentaje que le corresponde a cada una de las accionantes y la calidad que cada 

una presuntamente ostenta.  

 

Al respecto, deberá el señor juez considerar las reglas de reconocimiento de prestaciones 

sociales con ocasión al fallecimiento del pensionado, las cuales se encuentran contenidas 

en diferentes normativas, para lograr determinar si son o no beneficiaras del causante.  

 

La Ley 71 de 1998, extendió las previsiones sobre sustitución pensional, así: “Artículo 3. 

Extiéndese las previsiones sobre sustitución pensional de la Ley 33 de 1973, de la Ley 12 de 

1975, de la Ley 44 de 1980 y de la Ley 113 de 1985 en forma vitalicia, al cónyuge supérstite 

compañero o compañera permanente, a los hijos menores o inválidos y a los padres o 

hermanos inválidos que dependan económicamente del pensionado, en las condiciones 

que a continuación se establecen: 1. El cónyuge sobreviviente o compañero o compañera 

permanente, tendrán derecho a recibir en concurrencia con los hijos menores o inválidos 

por mitades la sustitución de la respectiva pensión con derecho a acrecer cuando uno de 

los dos órdenes tengan extinguido su derecho. De igual manera respecto de los hijos entre 

sí. 2. Si no hubiere cónyuge o compañero o compañera permanente, la sustitución de la 

pensión corresponderá íntegramente a los hijos menores o inválidos por partes iguales. 3. Si 

no hubiere cónyuge supérstite o compañero o compañera permanente, ni hijos menores o 

inválidos, la sustitución de la pensión corresponderá a los padres. 

 

4. Si no hubiere cónyuge supérstite, compañero o compañera permanente, ni hijos menores 

o inválidos, ni padres, la sustitución de la pensión corresponderá a los hermanos inválidos 

que dependan económicamente del causante. Artículo 4.- A falta de los beneficiarios 

consagrados en el artículo 1o. de la Ley 126 de 1985, tendrán derecho a tal prestación los 

padres o los hermanos inválidos del empleado fallecido que dependieren 

económicamente de él, desde la aplicación de la ley a que se refiere este artículo. Por su 

parte, el artículo 5 del Decreto 1160 de 198911, sobre sustitución pensional, señala que esta 

se da cuando: a) Cuando fallece una persona pensionada o con derecho a pensión de 

jubilación, invalidez o vejez; b) Cuando fallece un trabajador particular o un empleado o 

trabajador del sector público después de haber completado el tiempo de servicios 

requerido por la ley, convenciones o pactos colectivos para adquirir el derecho a la pensión 

de jubilación. Asimismo, el artículo 8 del Decreto 1160 de 1989, dispone: Artículo 8º.- 
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Distribución entre beneficiarios de la sustitución pensional. La sustitución pensional se 

distribuirá entre los beneficiarios así: 1. El 50% para el cónyuge sobreviviente o compañero 

o compañera permanente del causante y el otro 50% para los hijos de éste, distribuido por 

partes iguales. 2. A falta de hijos con derecho, se sustituirá la totalidad de la pensión, al 

cónyuge Sobreviviente o al compañero o compañera permanente del causante. 3. Si no 

hubiere cónyuge supérstite o compañero o compañera permanente, la sustitución de la 

pensión corresponderá a los hijos con derecho, por partes iguales. 4. Si no hubiere cónyuge 

supérstite o compañero o compañera permanente, ni hijos con derecho, se sustituirá la 

totalidad de la pensión a los padres con derecho. 5. Si no hubiere cónyuge supérstite, 

compañero o compañera permanente, hijos o padres con derecho, la sustitución de la 

pensión corresponderá a los hermanos inválidos del causante. 

 

Las anteriores normas y como quiera que estamos en presencia de varios reclamantes que 

se consideran beneficiarios con mejor derecho, deben mirarse y acompasarse con lo 

dispuesto en Ley 100 de 1993, que no obstante en principio ser normas que no aplicarían 

por ser los docentes de régimen exceptuado, si regula la posibilidad de reclamantes 

simultaneas (en este caso, conyugue y compañera permanente) no fue prevista en las 

reglas especiales del sector docente. 

 

Bajo la lectura anterior, la Corte Constitucional ha sentado la sub regla jurídica, en el sentido 

que es imperativo para que surja el derecho a pensión de sobrevivientes, cumplir con una 

serie de requisitos, los cuales vienen dados por la norma pensional que se encuentre vigente 

al momento del fallecimiento de la persona que genera el derecho, en este caso, 

pensionado del sector público, los cuales vienen marcados fundamentalmente por la 

convivencia material en los últimos cinco años de vida del pensionado, lo cual determina 

la clara e inequívoca vocación de estabilidad y permanencia. 

 

En ese orden y bajo el entendido que en el presente asunto, reclaman como beneficiaros 

la compañera permanente y los hijos debe tomarse el artículo 47 de la ley 100 de 1993 bajo 

las modificaciones traídas por la Ley 797 de 2003, los Requisitos y órdenes de beneficiarios 

de la pensión de sobrevivientes, así: 

 

“Artículo 47. Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes. Son beneficiarios de 

la pensión de sobrevivientes: 

 

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente o supérstite, 

siempre y cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga 30 o 

más años de edad. En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del 

pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá 

acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante hasta su muerte y haya 
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convivido con el fallecido no menos de cinco (5) años continuos con anterioridad a su 

muerte  

 

b) En forma temporal, el cónyuge o la compañera permanente supérstite, siempre y 

cuando dicho beneficiario, a la fecha del fallecimiento del causante, tenga menos de 30 

años de edad, y no haya procreado hijos con este. La pensión temporal se pagará mientras 

el beneficiario viva y tendrá una duración máxima de 20 años. 

 

En este caso, el beneficiario deberá cotizar al sistema para obtener su propia pensión, con 

cargo a dicha pensión. Si tiene hijos con el causante aplicará el literal 

 

a).Si respecto de un pensionado hubiese un compañero o compañera permanente, con 

sociedad anterior conyugal no disuelta y derecho a percibir parte de la pensión de que 

tratan los literales a) y b) del presente artículo, dicha pensión se dividirá entre ellos (as) en 

proporción al tiempo de convivencia con el fallecido. 

 

En caso de convivencia simultánea en los últimos cinco años, antes del fallecimiento del 

causante entre un cónyuge y una compañera o compañero permanente, la beneficiaria 

o el beneficiario de la pensión de sobreviviente será la esposa o el esposo. Si no existe 

convivencia simultánea y se mantiene vigente la unión conyugal pero hay una separación 

de hecho, la compañera o compañero permanente podrá reclamar una cuota parte de 

lo correspondiente al literal a en un porcentaje proporcional al tiempo convivido con el 

causante siempre y cuando haya sido superior a los últimos cinco años antes del 

fallecimiento del causante. La otra cuota parte le corresponderá al cónyuge con la cual 

existe la sociedad conyugal vigente.  

 

c) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, 

incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del 

causante al momento de su muerte, siempre y cuando acrediten debidamente su 

condición de estudiantes y cumplan con el mínimo de condiciones académicas que 

establezca el Gobierno; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, 

esto es, que no tienen ingresos adicionales, mientras subsistan las condiciones de invalidez.  

 

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán 

beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de forma total y 

absoluta de este; (Texto subrayado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional, 

mediante Sentencia C-111 de 2006).  
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e) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, 

serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de 

éste.  

 

Parágrafo. Para efectos de este artículo se requerirá que el vínculo entre el padre, el hijo o 

el hermano inválido sea el establecido en el Código Civil” El requisito de convivencia y 

temporalidad fue analizado por la Corte Constitucional en la sentencia C 1094 de 2003, 

señalando que: “Esta Corporación se ha pronunciado acerca de la finalidad y legitimidad 

de los requisitos de índole temporal o personal que señale el legislador para el 

reconocimiento de la pensión de sobrevivientes. Según lo expuesto en la sentencia C-1176 

de 2001, es razonable suponer que las exigencias consignadas en los artículos demandados 

buscan la protección de los intereses de los miembros del grupo familiar del pensionado 

que fallece, ante la posible reclamación ilegítima de la pensión por parte de individuos que 

no tendrían derecho a recibirla con justicia. Igualmente suponer que el señalamiento de 

exigencias pretende favorecer económicamente a matrimonios y uniones permanentes de 

hecho que han demostrado un compromiso de vida real y con vocación de permanencia; 

también se ampara el patrimonio del pensionado, de eventuales maniobras fraudulentas 

realizadas por personas que sólo persiguen un beneficio económico con la sustitución 

pensional. Por esto, dijo la Corte, con el establecimiento de tales requisitos se busca 

desestimular la ejecución de conductas que pudieran dirigirse a obtener ese beneficio 

económico, de manera artificial e injustificada”  

 

Así las cosas, al tenor literal de la norma anteriormente expuesta, se tiene que al momento 

del fallecimiento del causante, esto es, en el año 2017, se presentaron a reclamar la 

prestación las siguientes personas: 

 

ZOILA ROSA GOMEZ (cónyuge) 

SULAY JARAMILLO LOPEZ (compañera permanente) 

 

Conforme a lo anterior, es necesario remitirse a lo dispuesto en el Artículo 6 de la Ley 1204 

de 2008, el cual dispone:  

 

“Artículo 6. Definición del Derecho a Sustitución Pensional en caso de Controversia. En caso 

de controversia suscitada entre los beneficiarios por el derecho a acceder a la pensión de 

sustitución, se procederá de la siguiente manera: si la controversia radica entre cónyuges y 

compañera (o) permanente, y no versa sobre los hijos, se procederá reconociéndole a estos 

el 50% del valor de la pensión, dividido por partes iguales entre el número de hijos 

comprendidos. El 50% restante, quedará pendiente de pago, por parte del operador, 

mientras la jurisdicción correspondiente defina a quién se le debe asignar y en qué 

proporción, sea cónyuge o compañero (a) permanente o ambos si es el caso, conforme al 
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grado de convivencia ejercido con el causante, según las normas legales que la regulan. 

Si no existieren hijos, el total de la pensión quedará en suspenso hasta que la jurisdicción 

correspondiente dirima el conflicto” 

 

Teniendo en cuenta la norma en cita es claro que existe una controversia entre las 

solicitantes sobre el derecho pensional, en consecuencia, es la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa la encargada de dirimir este conflicto y establecer a quien se le concede el 

derecho o los porcentajes sobre el mismo. 

 

CASO CONCRETO 

 

Descendiendo al caso concreto, se tiene que en vía administrativa acudieron dos 

reclamantes que consideraban ostentar derecho. La señora ZOILA ROSA GOMEZ, en 

calidad de cónyuge y SULAY JARAMILLO LOPEZ, en calidad de compañera permanente. 

Así las cosas y como quiera que por ministerio de la ley estos conflictos deben ser decididos 

por la jurisdicción se infiere que mi representada no se encuentra facultada para efectuar 

reconocimiento alguno a favor de la demandante. 

 

Ahora bien, el causante señor EIDER IBAÑEZ GIRON falleció en el año 2017, sin embargo, 

para esta fecha no contaba con disolución de sociedad conyugal, en consecuencia, se 

evidencia que no existe prueba dentro del proceso que permita acreditar que la 

demandante hacia vida singular y permanente con el causante, más aún si siquiera se 

aporta dentro del plenario del causante que permita inferir que convivía con la accionante. 

 

De acuerdo con los parámetros legales y jurisprudenciales, se destaca el carácter 

prestacional-asistencial propio de la seguridad social, su condición de derecho 

fundamental, inalienable, imprescriptible e irrenunciable, dirigida a proteger al grupo 

familiar del (la) pensionado (a) fallecido (a) ante el posible desamparo económico por la 

muerte de quien en vida sufragó y asumió lo básico para la subsistencia. 

 

En consecuencia, no podría mi representada reconocer este derecho prestacional a favor 

de las accionantes, cuando no existen supuestos de hecho que acrediten el cumplimiento 

de los requisitos de convivencia, o si quiera que hubiese compartido con la causante 

durante sus últimos años de vida, siendo esta la razón principal por la cual quedó en 

suspenso el reconocimiento y pago del 50% de las cesantías definitivas hasta tanto no sea 

claro el porcentaje y calidades de las presuntas beneficiarias.  
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EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

1. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

El acto administrativo acusado, se profirió en estricto cumplimiento de las normas legales 

vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre vicio de nulidad 

alguna, toda vez que el acto administrativo acusado de ninguna manera ha perdido su 

presunción de legalidad, ya que la demanda carece de fundamento jurídico que la sus-

tente. 

 

2. IMPROCEDENCIA DE LA SANCIÓN MORATORIA CONTEMPLADA EN LA LEY 1071 

DE 2006  

 

La sanción moratoria en materia de cesantías consiste en aquella penalidad que se im-

pone cuando la entidad pública pagadora, omite efectuar el desembolso del auxilio de 

las cesantías solicitado por el trabajador en el plazo máximo previsto por la ley para tal 

efecto. 

 

En lo relativo al término para la expedición del acto administrativo de reconocimiento de 

las cesantías, se advierte que el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006, por la cual se regula el 

pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se establecen san-

ciones y se fijan términos para su cancelación, dispone lo siguiente: 

 

“Artículo 4°. Términos. Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la presen-

tación de la solicitud de liquidación de las cesantías definitivas o parciales, por parte 

de los peticionarios, la entidad empleadora o aquella que tenga a su cargo el re-

conocimiento y pago de las cesantías, deberá expedir la resolución correspon-

diente, si reúne todos los requisitos determinados en la ley. 

[…]” 

 

De la norma transcrita, se infiere que la administración cuenta con un plazo de 15 días 

hábiles, contados a partir del día siguiente de la radicación de la solicitud de dicho auxilio, 

para expedir el correspondiente acto administrativo de reconocimiento, siempre que la 

petición reúna los requisitos determinados en la ley. 

 

Por su parte, el parágrafo del artículo 5 ibidem se encarga de regular lo concerniente al 

plazo máximo para el pago de las cesantías y la sanción que acarrea desconocer los tér-

minos previstos en dicha normativa, en efecto indica: 
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“Artículo 5°. Mora en el pago. La entidad pública pagadora tendrá un plazo má-

ximo de cuarenta y cinco (45) días hábiles, a partir de la cual quede en firme el acto 

administrativo que ordena la liquidación de las cesantías definitivas o parciales del 

servidor público, para cancelar esta prestación social, sin perjuicio de lo establecido 

para el Fondo Nacional de Ahorro. 

 

Parágrafo. En caso de mora en el pago de las cesantías definitivas o parciales de 

los servidores públicos, la entidad obligada reconocerá y cancelará de sus propios 

recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día de retardo hasta que se 

haga efectivo el pago de las mismas, para lo cual solo bastará acreditar la no can-

celación dentro del término previsto en este artículo. Sin embargo, la entidad podrá 

repetir contra el funcionario, cuando se demuestre que la mora en el pago se pro-

dujo por culpa imputable a este”. (Negrillas fuera del texto) 

 

Ahora, en cuanto a su aplicación al sector docente el Consejo de Estado en la sentencia 

de Unificación del 18 de julio de 2018 se indicó: 

 

“Los docentes integran la categoría de servidores públicos prevista en el artículo 

123 de la Constitución Política, pues aunque el estatuto de profesionalización los 

defina como empleados oficiales, lo cierto es que en ellos concurren todos los re-

quisitos que de carácter restrictivo encierra el concepto de empleado público en 

atención a la naturaleza del servicio prestado, la regulación de la función docente 

y su ubicación dentro de la estructura orgánica de la Rama Ejecutiva del Estado y 

la implementación de la carrera docente para la inserción, permanencia, ascenso 

y retiro del servicio; razón por la cual, se encuadran dentro del concepto de em-

pleados públicos, establecido en la norma superior y desarrollado a través de la ley. 

Por lo anterior, la Sala unifica su jurisprudencia en el sentido que a los docentes les 

son aplicables las Leyes 244 de 1995 y 1071 de 2006, que contemplan la sanción por 

mora en el reconocimiento y pago de las cesantías parciales o definitivas de los 

servidores públicos; siendo consonante esta posición, con la adoptada por la Corte 

Constitucional”. (Negrillas fuera del texto) 

 

Respecto a la sanción moratoria por el pago tardío del reajuste de las cesantías, es del 

caso indicar que el Consejo de Estado en reiteradas providencias se ha pronunciado sobre 

su improcedencia, ya que la penalidad procede frente al reconocimiento y pago tardío 

de la prestación inicial, pero no frente el pago tardío de ajustes realizados a la liquidación 

de la cesantía, de esta manera lo efectuó en la sentencia del 13 de agosto de 2018: 

 

“Sobre la sanción moratoria en relación con la reliquidación de las cesantías.  
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51. Por otra parte, el demandante pretende que se le pague la indemnización mo-

ratoria sobre el valor que resulte de la reliquidación de las cesantías con la inclusión 

de los factores salariales prima de servicios y prima de vacaciones. Al respecto, la 

corporación ha efectuados pronunciamientos en los cuales ha señalado que la fi-

nalidad del legislador fue determinar el término perentorio dentro del cual, la enti-

dad debe reconocer y pagar las cesantías definitivas de los servidores públicos, y 

que una diferencia en la liquidación de aquellas no conlleva a la autoridad judicial 

a imponer la sanción frente a una circunstancia fáctica que no se encuentra pre-

vista en la ley.  

 

52. Conforme a lo anterior, se tiene que precisar que si bien es cierto que en éste se 

causó una diferencia en la liquidación  de las cesantías, al no tenérsele en cuenta 

los factores prima de servicio y de vacaciones, también lo es que el pago tardío de 

dicha diferencia, no se puede considerar como mora en la pago de la prestación 

y, por ende, tenga la connotación de generar la sanción a que alude la norma, 

pues, es precisamente ésta la que no contempla esa posibilidad, es decir, que sobre 

el pago tardío de una diferencia resultante en la liqui-dación de la cesantía, la en-

tidad pueda ser condenada al pago de la sanción moratoria que fue creada por 

la ley únicamente para los casos en que exista mora en el reconocimiento y pago 

de la prestación, y no de su reliquidación. En consecuencia, no hay lugar al reco-

nocimiento de la sanción moratoria en los casos en los cuales haya reliquidación 

de las cesantías, al no incluirse algún factor salarial”. (Negrilla fuera del texto origi-

nal) 

  

En igual sentido sostuvo esa Corporación en sentencia de cuatro (4) de octubre de 2018.  

 

“Al respecto, esta Corporación, en reiteradas ocasiones, ha sostenido que la san-

ción moratoria por la inoportuna consignación de las cesantías no procede res-

pecto de las diferencias de valor de dicha prestación, en los siguientes términos:  

 

(…)  

 

Esta Subsección, en sentencia del 17 de octubre de 2017, dentro del expediente 

con radicación No. 080012333000201200017101 (2839-14), con ponencia de la doc-

tora Sandra Lisset Ibarra Vélez, señaló:  
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“(…) En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las cesantías 

definitivas, la cancelación pago inoportuna de esa diferencia no puede conside-

rarse mora en la pago de tal prestación, que tenga la magnitud de generar la san-

ción a que alude la norma señalada.  

 

(…)   

 

La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad del legis-

lador con la norma aludida, fue determinar el término perentorio para el reconoci-

miento y pago de las cesantías definitivas de los servidores públicos, sin que una 

diferencia en la liquidación de la prestación social, conlleve a la autoridad judicial 

a imponer la sanción frente a una circunstancia fáctica que no se encuentra pre-

vista en la ley” 

 

Finalmente, en reciente pronunciamiento del Consejo de Estado, se reafirma la postura pa-

cifica que respecto del particular se ha construido, considerando que: 

 

“Por ello, es necesario precisar que la Sala, en reiteradas ocasiones, ha sostenido 

que la sanción moratoria por la inoportuna consignación de cesantías no procede 

respecto de las diferencias de valor de tal prestación que se originen a causa de 

un incremento salarial tardío y la consecuente reliquidación de la prestación. So-

bre el particular, se ha dicho:  
 

En el caso analizado, la entidad demandada sí reconoció oportunamente 

las prestaciones y cesantías definitivas del demandante al momento de su 

desvinculación23; sin embargo, con ocasión de la expedición de la senten-

cia C- 1433 de 2000 y del Decreto 2720 de diciembre 27 de 2000, se causó 

una diferencia en la liquidación de las mismas, pero el pago inoportuno de 

esa diferencia no puede considerarse mora en la consignación de tal pres-

tación, que tenga la magnitud de generar la sanción a que alude la norma 

trascrita.24 (Se resalta).  

 

En similares términos se señaló en sentencia25 cuyo aparte se transcribe:  

 

[…]En tal sentido, si bien se causó una diferencia en la liquidación de las ce-

santías definitivas, la cancelación pago inoportuna de esa diferencia no 

puede considerarse mora en la pago de tal prestación, que tenga la mag-

nitud de generar la sanción a que alude la norma señalada.  
[…]  
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La Sección Segunda del Consejo de Estado, ha sostenido que la finalidad 

del legislador con la norma aludida, fue determinar el término perentorio 

para el reconocimiento y pago de las cesantías definitivas de los servidores 

públicos, sin que una diferencia en la liquidación de la prestación social, 

conlleve a la autoridad judicial a imponer la sanción frente a una circuns-

tancia fáctica que no se encuentra prevista en la ley26. (Negrilla fuera de 

texto).  

 

Así las cosas, se debe concluir que el hecho de que se hubiera ordenado un valor 

por concepto de reliquidación de las cesantías, posterior al acto de reconocimiento 

de la prestación definitiva, y este se hubiera pagado en forma inoportuna, no da 

lugar a reconocer la indemnización moratoria que se reclamó en la demanda”5. 

 

Por lo expuesto, se concluye que el propósito de la Ley 1071 de 2006 no consagra la obli-

gación de pagar sanción moratoria por el pago inoportuno de una diferencia de cesantías 

o de reliquidación de las mismas, sino por el pago inoportuno de las cesantías, bien sea 

parciales o definitivas, que ya hayan sido efectivamente RECONOCIDAS A LOS BENEFICIA-

RIOS. 

 

Aunado a lo anterior, es evidente que esta figura pertenece al derecho sancionatorio, el 

cual prevé que las sanciones no se pueden aplicar por analogía ni por vía de interpreta-

ción, sino que tienen que estar expresamente previstas en la Ley aplicable. 

 

3. PRESCRIPCIÓN / CADUCIDAD 

 

Se propone esta excepción correspondiente a cualquier derecho que se hubiere causado 

en favor de este y que de acuerdo con las normas quedará cobijado por el fenómeno de 

la prescripción, indicando que la misma consiste en la formalización de una situación de 

hecho por el paso del tiempo, lo que produce la adquisición o la extinción de una 

obligación. Esto quiere decir que el derecho a desarrollar una determinada acción puede 

extinguirse cuando pasa una cierta cantidad de tiempo y se produce la prescripción. 

 

Por su parte el artículo 151 de Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 

Decreto-Ley 2158 DE 1948, dispone: 

 

ARTICULO 151. PRESCRIPCION. Las acciones que emanen de las leyes sociales 

prescribirán en tres años, que se contarán desde que la respectiva obligación 

 
5 CONSEJO DE ESTADO, Sección Segunda, Subsección A, C.P. Dr. RAFAEL FRANCISCO SUÁREZ VARGAS, 
Radicado No. 73001-23-33-000-2016-00002-01(0925-17), Sentencia del trece (13) de junio de 2019. 
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se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del trabajador, recibido por el 

{empleador}, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, 

interrumpirá la prescripción, pero sólo por un lapso igual. 

 

Por su parte el CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN 

SEGUNDA6, sostuvo:  

“… 

En este orden de ideas, si bien en virtud del artículo 53 de la Constitución 

Política14 los beneficios laborales mínimos de los trabajadores comportan 

carácter irrenunciable, el legislador ha previsto la prescripción extintiva de esos  

derechos, fundamentalmente con el propósito constitucional de salvaguardar 

la seguridad jurídica en relación con litigios que han de ventilarse ante los 

jueces frente a la inactividad del servidor de reclamar su pago oportunamente. 

Por lo tanto, para que opere el fenómeno prescriptivo se requiere que 

transcurra el interregno preestablecido durante el cual no se hayan realizado 

las correspondientes solicitudes.” 

 

En este acápite es importante resaltar a su señoría que la prescripción se debe contabilizar 

desde el día en que el docente GAMAEL LIZCANO ROJAS se retiró del servicio docente por 

medio de la resolución 1856, esto es desde el 1 de diciembre de 2017 hasta la fecha de la 

solicitud de las cesantías definitivas del 17 de diciembre de 2020, transcurriendo de este 

modo un lapso superior a los tres años, configurándose de este modo el fenómeno de la 

prescripción trienal. 

 

4. COMPENSACIÓN – DEDUCCIÓN DE PAGOS 

 

De cualquier suma de dinero que resulte probada en el proceso a favor del demandante 

y que haya sido pagada por mi representada o esté en proceso administrativo de pago.  

5. IMPROCEDENCIA DE CONDENA EN COSTAS 

 

Debe precisarse que, conforme dispone el Código General del Proceso, aplicable por re-

misión expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Con-

tencioso Administrativo:  

 

 
6 CONSEJO DE ESTADO-SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO-SECCIÓN SEGUNDA; Radicación número: 

23001-23-33-000-2013-00260-01(0088-15) CE-SUJ2-005-16; veinticinco (25) de Agosto de dos mil dieciséis (2016) 

Consejero ponente: CARMELO PERDOMO CUÉTER. 
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Artículo 365. Condena en costas. En los procesos y en las actuaciones poste-

riores a aquellos en que haya controversia la condena en costas se sujetará 

a las siguientes reglas:  

 

[…] 8. Solo habrá lugar a costas cuando en el expediente aparezca que se 

causaron y en la medida de su comprobación. […]” (Negrilla y subrayado 

fuera de texto original)  

  

Es así como según las leyes citadas y lo actuado en el proceso, no procede entonces la 

condena en costas  de los cuales se integran en parte por las agencias en derechos,  en 

consecuencia solo habrá lugar a condena en costas cuando en el expediente se pruebe 

de manera objetiva su causación, en consecuencia, y en ausencia de su comprobación 

no procede entonces la condena por cuanto los argumentos de defensa de la parte de-

mandante fueron eminentemente jurídicos, tal como se observa en el expediente del pro-

ceso recurrido.  

 

El Consejo de Estado ha señalado de manera pacífica que la condena en costas no es 

objetiva, y en tal sentido se debe desvirtuar la buena fe de la entidad. 

  

El Despacho se aparta de la pacífica jurisprudencia del Consejo de Estado, al señalar una 

imputación de condena en costas objetiva, sin tener presente que en la jurisdicción Con-

tencioso Administrativa, como lo ha señalado la sección segunda en casos, se debe tener 

en cuenta la actuación de la parte que apodero, en la medida que siempre actuó de 

acuerdo con lo señalado por la ley 91 de 1989, reconociendo los factures salariales taxati-

vamente consagrados.   

  

Sobre la actuación del FOMAG y la condena en costas en casos de solicitud de prestacio-

nes económicas de los trabajadores del magisterio, debemos recordar lo señalado por el 

Consejo de Estado:   

  

“En cuanto a las costas, debe reiterar la Sala lo expuesto por ambas subsecciones 

de la Sección Segunda12 de esta Corporación sobre el particular, en la medida 

que el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo entrega al juez la facultad de disponer sobre su condena, lo cual 

debe resultar de analizar diversos aspectos dentro de la actuación procesal, tales 

como la conducta de las partes, y que principalmente aparezcan causadas y com-

probadas, siendo consonantes con el contenido del artículo 365 del CGP; descar-

tándose así una apreciación objetiva que simplemente consulte quien resulte ven-

cido para que le sean impuestas.  
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En el caso, la Sala observa que el a quo no hizo un análisis sobre la necesidad de 

condenar en costas a la parte vencida del proceso, atendiendo los criterios ya de-

finidos por la jurisprudencia, echándose de menos además, alguna evidencia de 

causación de expensas que justifiquen su imposición a la parte demandada”7.  

  

Es así como del pronunciamiento del Consejo de Estado, se demuestra que la condena en 

costas no es objetiva, sino que debe entonces el Juez tener en cuenta la buena fe de la 

entidad respecto a sus actuaciones procesales. Como se evidencia en el expediente EL 

DESPACHO NO PRESENTÓ PRUEBAS O FUNDAMENTO ALGUNO sobre la ocurrencia de al-

guna actuación por parte de la entidad demandada NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCA-

CIÓN – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO – FOMAG, que 

desvirtúa la presunción de buena fe.   

 

Ante la falta del cumplimiento del requisito procesal para realizar la respectiva condena 

en costas, la misma no procede, quien ha actuado en el curso del proceso en buena fe 

conforme a la jurisprudencia y a los principios constitucionales. 

 

6. EXCEPCIÓN GENÉRICA 

 

Sea lo último indicar al Señor Juez, que con fundamento en lo dispuesto en el inciso segundo 

del artículo 187 del C.P.A.C.A., y el artículo 282 del C.G.P. (aplicable por remisión expresa 

del artículo 306 del C.P.A.C.A.), solicito al Despacho que, en caso de encontrarse probada 

cualquier otra excepción dentro del trámite del medio de control, se reconozca y declare 

en forma oficiosa. 

 

PETICIONES 

 

PRIMERO: Declarar probadas las excepciones propuestas por esta parte.  

 

SEGUNDO: Como consecuencia de la anterior declaración solicito al Despacho se sirva ne-

gar las pretensiones de la demanda de conformidad con la amplia argumentación ex-

puesta a lo largo del escrito de contestación. 

 

TERCERO: Que se condene en costas y agencias en derecho a la parte demandante. 

 

 

 
7 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, C.P. Dra. 
SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ, Rad. No. 66001-23-33-000-2014-00476-01(0674-16), Sentencia 00476 del 6 de 
abril de 2017. 
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PRUEBAS 

 

Solicitamos se tengan con pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 

 

DOCUMENTALES 

 

- Certificado de no antecedentes 

 

DECLARACION DE PARTE 

 

Solicito al honorable despacho se sirva decretar los siguientes Interrogatorios de parte de la 

señora ZOILA ROSA GOMEZ, en calidad de cónyuge y SULAY JARAMILLO LOPEZ, en calidad 

de compañera permanente. 

 

Lo anterior, con el fin de que absuelvan el interrogatorio, toda vez que con esta prueba se 

pretende demostrar que no se cumplen los presupuestos mínimos que den sustento al 

reconocimiento de la pretensión elevada. 

 

SOLICITUD DE RATIFICACION DE LAS DECLARACIONES EXTRAJUDICIALES 

 

Ahora bien, respecto de las declaraciones extra-juicio allegadas al plenario, solicito come-

didamente al despacho que las mismas sean ratificadas en debida forma, en sede de ins-

tancia judicial, como quiera estas no pueden constituirse como plena prueba, hasta tanto 

no hayan sido escuchados quienes las suscribieron bajo la gravedad de juramento, y sobre 

todo, en atención al principio de inmediación. 

 

ANEXOS 

 

Poder conferido a mi favor, junto con la representación Legal. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

**RAD_S** 
Al contestar por favor cite: 

Radicado No.: *RAD_S* 
Fecha: *F_RAD_S* 

 

  

NOTIFICACIONES 

 

La entidad demandada recibe notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en 

la Calle 72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co y 

t_gsierra@fiduprevisora.com.co  

 

Cordialmente, 

 

 

 

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 

C.C. 1.022.390.667 de Bogotá 

T.P. 288.886 del C. S. de la J. 

 

mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:t_gsierra@fiduprevisora.com.co


Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 

Señores  

JUZGADO 02 ADMINISTRATIVO DE BUGA
 E. S.  D. 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 

RADICADO: 76111333300220210016700 
DEMANDANTE:ZOILA ROSA GOMEZ
DEMANDADO:  NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, 
actuando en calidad de apoderado de LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL N.I.T. 
899.999.001-7, conforme al Poder General otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA, 
mediante Escritura Pública No. 522 de 28 de marzo de 2019, protocolizada en la notaria 34 del 
círculo de Bogotá, modificada por la escritura pública No. 0480 de 03 de mayo de 2019 y la escritura 
pública No. 1230 de 11 de septiembre de 2019, protocolizadas en la notaria 28 del círculo de Bogotá, 
en calidad de  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, en ejercicio de las facultades a él conferidas a 
través de la Resolución No. 015068 del 28 de agosto de 2018 y 02029 del 04 de marzo de 2019, 
expedida por la MINISTRA DE EDUCACIÓN NACIONAL, según lo dispuesto en el Artículo 9 de la Ley 
489 de 1998 y demás normas concordantes. 

Manifiesto a su despacho que sustituyo poder a los (las) abogados(as): 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co


  

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

 
 
 
Con las mismas facultades a mi conferidas, incluida la de sustituir y conciliar, no obstante, lo 
anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en el Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por 
concepto de honorarios a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de 
sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 
del Código General del Proceso 
 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 

 
Aceptó: 
 

 
 
 

Nombre del Abogado Identificación Tarjeta Profesional FIRMA

DIEGO STIVES BARRETO BEJARANO 1032362658 BOGOTA 294653 del C.S. de la J.

EDID PAOLA ORDUZ TRUJILLO 53008202 DE BOGOTÁ 213648 del C.S. de la J.

ENRIQUE JOSE FUENTES OROZCO 1032432768 BOGOTA 241307 del C.S. de la J.

GIOMAR ANDREA SIERRA CRISTANCHO 1022390667 DE BOGOTÁ 288886 del C.S. de la J.

HERNANDO IVAN PACHECO SARMIENTO 1065645224 VALLUDUPAR 320950 del C. S. de la J.

JOHANNA MARCELA ARISTIZABAL URREA 1075262068 DE NEIVA 299261 del C.S. de la J.

JULIAN ERNESTO LUGO ROSERO 1018448075 DE BOGOTÁ 326858 del C.S. de la J.

LUIS FERNANDO RIOS CHAPARRO 1057575858 SOGAMOSO 324322 del C.S. de la J

SANDY JHOANNA LEAL RODRIGUEZ 1032473725 BOGOTA 319028 del C.S. de la J.

YEINNI KATHERIN CEFERINO VANEGAS 1014263207 BOGOTA 290472 del C.S. de la J.

YEISON LEONARDO GARZON GOMEZ 80912758 DE BOGOTÁ 218185 del C.S. de la J.

https://www.mineducacion.gov.co/p
mailto:procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
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EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL 

CERTIFICA QUE: 

 

La Nación - Ministerio de Educación Nacional no tiene competencia para allegar el expediente administrativo que contiene los 

antecedentes de la actuación objeto del proceso en curso y que es exigido en el parágrafo 1 del artículo 175 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Los expedientes administrativos relacionados con todo el personal docente y administrativo de los servicios educativos estatales 

reposan en los archivos de las Secretarías de Educación de la entidad territorial certificada a la que pertenece o ha pertenecido el 

solicitante o causahabiente. 

 

El Capítulo II del Decreto 2831 de agosto 16 de 2005 por el cual se estableció el trámite para reconocimiento de prestaciones a 

cargo del citado Fondo, dispone:  

Artículo 2°. Radicación de solicitudes. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones sociales deberán ser radicadas en la 

secretaría de educación, o la dependencia o entidad que haga sus veces, de la respectiva entidad territorial certificada a 

cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante o causahabiente, de acuerdo con el formulario adoptado 

para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo implementará un sistema de radicación único, que 

registre las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas que deba pagar el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, en forma simultánea en la respectiva entidad territorial certificada y en la sociedad fiduciaria y que 

permita a los solicitantes conocer electrónicamente el estado de su trámite. 

Artículo 3°. Gestión a cargo de las secretarías de educación. De acuerdo con lo establecido en el artículo 3° de la Ley 91 de 

1989 y el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, la atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales que pagará 

el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de las secretarías de educación de las 

entidades territoriales certificadas, o la dependencia que haga sus veces. 

Para tal efecto, la secretaría de educación de la entidad territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre 

vinculado el docente, deberá: 

1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones sociales 

a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad 

fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 

2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo y conforme a los formatos 

únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y prestacional, del docente peticionario o 

causahabiente, de acuerdo con la normatividad vigente. 

3. Elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a 

la radicación de la solicitud, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aprobación, junto con la certificación descrita en el numeral anterior 

del presente artículo. 

4. Previa aprobación por parte de la sociedad fiduciaria encargada del manejo y administración de los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones 

económicas a cargo de dicho Fondo, de acuerdo con las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o 

modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en 

la ley. 

5. Remitir, a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, copia de los actos administrativos de reconocimiento de prestaciones sociales a cargo de este, junto con la 

respectiva constancia de ejecutoria para efectos de pago y dentro de los tres días siguientes a que estos se encuentren en 

firme. 

Parágrafo 1°. Igual trámite se surtirá para resolver los recursos que sean interpuestos contra las decisiones adoptadas de 

conformidad con el procedimiento aquí establecido y aquellas que modifiquen decisiones que con anterioridad se hayan 

adoptado respecto del reconocimiento de prestaciones a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Parágrafo 2°. Sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, disciplinaria, fiscal y penal a que pueda haber lugar, las 

resoluciones que se expidan por parte de la autoridad territorial, que reconozcan prestaciones sociales que deba pagar el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin la previa aprobación de la sociedad fiduciaria encargada del 

manejo y administración de los recursos de tal Fondo, carecerán de efectos legales y no prestarán mérito ejecutivo. 

Artículo 4°. Trámite de solicitudes. El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la 

secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente 

pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los 

recursos del Fondo para su aprobación.  

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá imparti r su 

aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría 

de educación. 

Artículo 5°. Reconocimiento. Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los 

recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos 

y con las formalidades y efectos previstos en la ley.” (subrayado y resaltado fuera de texto. 

 

En el trámite legal descrito, se evidencia que no existe intervención alguna del Ministerio de Educación Nacional ni de sus servidores, 

puesto que desde la expedición de la Ley 962 de julio 8 de 2005 ya se habían suprimido las funciones que ejercían los 

Representantes del Ministro de Educación Nacional ante las entidades territoriales, dejando de participar en las juntas 

mailto:atencionalciudadano@mineducacion.gov.co
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departamentales y distritales de educación y en el reconocimiento de 

prestaciones sociales con cargo al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio. 

La competencia para los reconocimientos de prestaciones sociales, 

contratación de servicios médicos y administración de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio por 

mandato legal no corresponden a la Nación-Ministerio de Educación Nacional y por tanto, la documentación que pueda 

conformar los expedientes administrativos relacionados tampoco está bajo la custodia de este Ministerio ni reposa en sus archivos, 

lo que representa una imposibilidad material de aportar el mismo a los trámites judiciales que se adelantan ante cualquier 

jurisdicción. 

  

 

LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA  

Jefe Oficina Asesora Jurídica 

Ministerio de Educación Nacional 

 

mailto:atencionalciudadano@mineducacion.gov.co
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